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Derechos de la Personas con Discapacidad

El cambio del régimen de sustitución por el de sistemas 
de apoyos para la toma de decisiones, se inscribe en el 
marco de la CDPD y la Ley N° 29973, Ley general de la 
persona con discapacidad.

Los apoyos se definen como formas de asistencia 
libremente elegidos por una persona mayor de 
edad para facilitar el ejercicio de sus derechos (art. 
659-B). Consiste en brindar asistencia tanto en la 
comunicación, como en la comprensión de los actos 
jurídicos, las consecuencias de dichos actos jurídicos 
y la manifestación e interpretación de la voluntad de 
quien lo requiere.

Los apoyos pueden recaer en una o más personas 
naturales, instituciones públicas, personas jurídicas sin 
fines de lucro especializados en la materia y registrados 
(art. 659-C). La persona que lo solicita puede determinar 
la forma en que quiere ser apoyado, la identidad del 
apoyo, los alcances de su actuación, la duración y la 
cantidad de apoyos que necesita (art. 659 C).

La designación de apoyos puede ser solicitada ante un 
juez o un notario; sin embargo, cuando se trate de una 
persona con discapacidad que no pueda trasmitir su 
voluntad o se encontrase en estado de coma, entonces 
será el Juez quien lo designe, siempre y cuando haya 

La reforma del Código Civil  respecto de la capacidad 
jurídica de las personas con discapacidad

1. Reconoce la capacidad jurídica para el goce y ejercicio de 
sus derechos a todas las personas con discapacidad.

2. Elimina la falta de discernimiento como causal de 
incapacitación civil.

3.
con discapacidad.

4. Incorpora los ajustes razonables y el sistema de 
apoyos para la toma de decisiones de las personas con 
discapacidad que lo requieran.

5. Los apoyos pueden ser solicitados ante notario o juez 
competente presentando, entre otros documentos, el 

6. La designación de los apoyos es libre y voluntaria. 
Excepcionalmente el apoyo puede ser designado por el juez 
cuando la persona no puede trasmitir su voluntad.

7. Establece la obligación de realizar ajustes razonables y 
medidas de accesibilidad en el proceso de designación 
de apoyos.

8. Establece la obligación de implementar salvaguardias 
para garantizar los derechos, la voluntad y las 

El Decreto Legislativo N° 1384 (D. Leg. 1384), que reconoce y regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones, modificó el  Código Civil y el Código Procesal Civil en los siguientes aspectos: 

preferencias de la persona con discapacidad que recibe 

quien brinda apoyo.

9. Establece que los procesos de interdicción que se 
encuentren en trámite se suspenden y se adecuan al marco 
establecido para los apoyos y salvaguardias. 

10.
interdicción recobran plenamente su capacidad jurídica y en 
consecuencia sus curadores no pueden ya realizar ningún 
tipo de acto jurídico a nombre de sus curados. Asimismo, se 
puede pedir la reversión de la designación del curador por 
la designación de apoyos en caso de que sea necesario.

11. Mantiene la capacidad de ejercicio restringida así como 
la interdicción civil y la curatela para los pródigos, los 
que incurren en mala gestión, los ebrios habituales, 
los toxicómanos, los que sufren pena que lleva anexa la 
interdicción civil.

12. Los ebrios habituales y los toxicómanos que cuenten con 
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agotado los esfuerzos para obtener su manifestación 
de voluntad y luego de habérsele brindado medidas 
de accesibilidad y ajustes razonables necesarios (art. 
659 D y E).

En este tipo de situaciones, la “interpretación de la 
voluntad” se hará considerando la trayectoria de vida de 
la persona, las manifestaciones de voluntad previas, la 
información brindada por personas de confianza de la 
persona asistida, las preferencias de la persona asistida 
y otras consideraciones pertinentes en cada caso 
concreto (art. 659-B). Si la persona en estado de coma 
hubiera designado un apoyo con anterioridad, mantendrá 
el apoyo designado, Si no lo hubieran designado el juez 
decidirá los apoyos y salvaguardias (art. 45-B). 

Asimismo, el juez determinará el o los apoyos 
teniendo en cuenta la existencia del vínculo entre 
el titular del apoyo y la persona designada, tales 
como la relación de convivencia, confianza, 
amistad y/o parentesco (art. 659- E), debiendo 
pronunciarse además sobre el plazo, los 
alcances y responsabilidades del apoyo, 
así como las salvaguardias (art. 659 
G). Se hace la salvedad de que no 
pueden ser designados como 
apoyo las personas condenadas 
por violencia familiar o sexual.

Por otro lado, debe quedar 
claro que las personas con 
discapacidad con o sin apoyos (pues 
su designación es voluntaria) mantienen 
la responsabilidad sobre sus decisiones, 
incluso sobre aquellas que se hayan realizado 
con sus apoyos, lo cual no quita el derecho de 
repetir contra el apoyo. Están exceptuadas de 
dicha responsabilidad, aquellas personas que se 
encuentren en estado de coma, cuyos apoyos serán 
responsables de las decisiones tomadas a nombre 
de él.

La modificación también contempla la 
implementación de salvaguardias, las cuales son 
medidas para garantizar el respeto de los derechos, 
la voluntad y las preferencias de la persona que 
recibe apoyo, prevenir el abuso y la influencia 
indebida por parte de quien brinda tales apoyos, 
así como evitar la afectación o poner en riesgo 
los derechos de las personas asistidas  (art. 659 G). 
También son designadas judicialmente. 

Debemos precisar que la designación de apoyos 
puede realizarse ante notario público o en vía judicial. 
Cuando la solicitud de apoyos y salvaguardias es 
presentada ante el órgano jurisdiccional, debe 
contener los presupuestos establecidos como 
requisitos y anexos de la demanda en el art. 424 y el 
art. 425 del CPC, así como las personas o instituciones 
designadas como apoyos, los actos jurídicos 
permitidos, el tiempo de vigencia y el certificado de 
discapacidad (art. 844 y art. 846 del CPC).

Los jueces civiles o familia son competentes para 
conocer y resolver la designación de apoyos, a 

través de procesos no contenciosos (art. 749, 750 y 841 
CPC).

Adicionalmente, respecto a los procesos judiciales 
mencionados, se establece que todo acto procesal debe 
ser accesible a las partes. Las personas con discapacidad 
tienen derecho a contar con ajustes razonables y ajustes 
de procedimiento, de acuerdo a sus requerimientos, para 
facilitar su participación en todos los procedimientos 
judiciales (art. 119- A CPC), así como los notarios tienen la 
obligación de brindar las medidas de accesibilidad, los 
ajustes razonables y salvaguardias que la persona requiera 
(art. 16.b  Decreto Legislativo del Notariado N° 1049).  

Como observaciones, se puede señalar que la 
modificación establece que las personas con 

discapacidad que soliciten apoyos y salvaguardias 
deberán hacerlo con un certificado de discapacidad 
que acredite su condición de tales. Al respecto, 

es necesario señalar que de acuerdo al Censo 
Nacional 2017, contrastado con el Registro 

Nacional de Personas con Discapacidad del 
Conadis, solo el 7% del total de personas 

con discapacidad cuenta con dicho 
certificado. En ese sentido, la 

exigencia de la presentación de 
este documento constituye una 
barrera que va a obstaculizar la 
designación de apoyos.  

Por otro lado, el D. Leg. 1384 otorga 
facultades a la persona de apoyo de 

la persona con discapacidad en estado 
de coma para el reconocimiento de hijo 

extramatrimonial y para contraer matrimonio. 
Al respecto, otorgar facultades para aspectos 

relacionados a derechos personalísimos, podría 
terminar afectando los derechos de la persona que 
se encuentra en estado de coma. 

De otra parte, debemos recordar que la CDPD sobre los 
derechos de las personas con discapacidad, reconoce 
la capacidad jurídica de las personas con discapacidad 
sin excepciones. Sin embargo, la modificación 
efectuada continúa restringiendo la capacidad de 
ejercicio de las personas con discapacidad percibida 
—ebrios habituales y toxicómanos— a menos que 
acrediten su condición de discapacidad con el 
certificado respectivo. Estas personas se encuentran 
protegidas por la CDPD. 

Finalmente, es importante resaltar que 
la CDPD, además de ser una norma que 

reconoce derechos, es un instrumento de 
política pública que establece obligaciones 
de respeto y garantía a los Estados. En ese 

sentido, es necesario que el Estado peruano 
brinde las herramientas y mecanismos 
necesarios para el ejercicio pleno y sin 

barreras de la capacidad jurídica de todas las 
personas con discapacidad.
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A su turno, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en el “Caso 
Furlán y familiares versus Argenti-
na”2, sentencia del 31 de agosto de 
2012, afirmó:

“…en el marco de las obligaciones 
derivadas de la Convención, y se-
gún los estándares desarrollados 
en la presente sentencia, los Es-
tados deben adoptar medidas 
para reducir las limitaciones o 
barreras y para dar el trato pre-
ferente apropiado a las personas 
con discapacidad, a fin de conse-
guir los objetivos de la plena par-
ticipación e igualdad dentro de la 
sociedad para todas ellas”.

Al mismo tiempo,las 100 Reglas 
de Brasilia comprometen a los 
jueces a establecer las condicio-
nes necesarias para garantizar la 
accesibilidad de las personas con 
discapacidad al sistema de justicia 
y disponer de todos los recursos 
que garanticen su seguridad, mo-
vilidad, comodidad, comprensión, 
privacidad y comunicación.

Por tales razones y en el mismo 
sentido, la Comisión de Acceso a 
la Justicia de Personas en Condi-
ción de Vulnerabilidad, presentó 
el Protocolo de Atención Judicial 
para Personas con Discapacidad, 
que fue aprobado mediante Reso-
lución Administrativa N°010-2018-
CE-PJ en enero de 2018, recono-
ciendo formalmente la capacidad 
jurídica de las personas con disca-
pacidad y la necesidad de imple-
mentar apoyos para su efectivo ac-
ceso al sistema de justicia. 

El Poder Judicial, en la implemen-
tación de tan significativo meca-
nismo para favorecer el acceso a   
la justicia de estas poblaciones 
vulnerables, se adelantó a la pro-
mulgación del Decreto Legislativo 
N° 1348 de setiembre de 2018.

Algunos jueces también se ade-
lantaron a dicha norma. Hay sen-
tencias de aplicación del control 
difuso de convencionalidad sobre 
los artículos 43.2, 44.2 y 44.3 del Có-
digo Civil, referidos a la incapaci-
dad civil por ser incompatibles con 
el derecho a igual reconocimiento 
de la capacidad jurídica de ejerci-
cio, consagrado en la Convención 
sobre los derechos de la persona 

con discapacidad y otros derechos 
constitucionales3. 

Otra sentencia declaró que el su-
puesto interdicto tiene plena capa-
cidad de ejercicio y es autónomo, 
independiente y goza de la liber-
tad con el fin de manifestar su con-
sentimiento para su internamiento 
temporal en alguna institución de 
salud, no pudiendo ser esta restrin-
gida de forma alguna4.

Si bien no fue la corriente predo-
minante, al inaplicar las normas so-
bre interdicción civil, también tra-
zaron caminos que sirvieron para 
la elaboración del Protocolo y, sin 
lugar a dudas, marcan pautas para 
lo que toca por recorrer. 

Consideramos oportuno relevar el 
Estándar de reconocimiento de 
la capacidad jurídica, artículo 3.4 
del Protocolo de Atención Judicial 
para Personas con Discapacidad, 
que estipula:

“1. Garantizar el reconocimiento 
de la capacidad jurídica de las 
personas con discapacidad en 
todos los procedimientos judi-
ciales. 

2.  Garantizar el respeto de los de-
rechos, voluntad y preferencias 
de la persona con discapacidad. 

3.  Evitar la sustitución en la toma 
de decisiones. 

4.  Disponer de apoyos para el 
ejercicio de la capacidad jurí-
dica de las personas con dis-
capacidad que permitan su 
participación en todos los pro-
cedimientos judiciales. 

5.  Garantizar la tutela preferente 
de las personas con discapaci-
dad. 

6. Facilitar la legítima compare-
cencia y actuación de las per-
sonas con discapacidad en ca-
lidad de partes, testigos u otros 
intervinientes. 

7.  Promover y asegurar la eli-
minación de barreras que 
restrinjan o impidan su par-
ticipación plena y efectiva en 
cualquier acto judicial, dispo-
niendo de todas las medidas 
y recursos que garanticen su 
dignidad, seguridad, confian-
za, movilidad, comodidad, 
comprensión, privacidad, ade-

cuada comunicación y auto-
nomía individual. 

8.  Implementar oficinas que ase-
guren el cumplimiento opor-
tuno de las decisiones que 
involucren a las personas con 
discapacidad y el correcto fun-
cionamiento de sus apoyos.”

Además, el Protocolo también 
establece la necesidad de im-
plementar la accesibilidad en los 
juzgados, eliminando barreras y 
facilitando la circulación para que 
las personas con discapacidad 
sensorial, visual, auditiva, mental o 
intelectual conozcan sus derechos, 
garantías y trámites de procesos 
judiciales, mediante la señalética 
y documentos específicos, entre 
otros mecanismos. 

PROCESOS JUDICIALES: DE LA 
INTERDICCIÓN AL SISTEMA DE 

APOYOS Y SALVAGUARDAS

En la actualidad, con la promulga-
ción del Decreto Legislativo N°1348 
que regula la capacidad jurídica de 
las personas con discapacidad en 
igualdad de condiciones, se ha pro-
ducido un cambio relevante en la 
forma cómo se entiende la discapa-
cidad, aplicándose el modelo social, 
al reconocer la plena capacidad jurí-
dica de las personas con discapaci-
dad intelectual y sicosocial. 
Desaparecerán, por tanto, los pro-
cesos de interdicción civil. Nunca 
más la “muerte civil” con las senten-
cias que recaían en aquellos casos, 
donde el curador asumía la per-
sonalidad jurídica del “interdicto”, 
sustituyéndolo en la toma de deci-
siones, despojándolo de toda exis-
tencia ante el Estado, la sociedad y 
ante sí mismo.
Ahora, el reto continúa con la trans-
formación de esos procesos judi-
ciales de interdicción civil en la 
adopción de sistemas de apoyos y 
salvaguardas. Para ello, se está tra-
bajando en reglas y procedimien-
tos para la implementación de los 
mecanismos más adecuados, en 
observancia obligatoria del mode-
lo social de discapacidad. Mientras 
esto se realiza, el sistema de justicia 
a favor de los más vulnerables no se 
detiene.

2. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Petición N°12539, Caso Furlán y familiares versus Argentina, Sentencia del 31 de agosto 

3. Tercer Juzgado de Familia de Cusco. Expediente N°01305-2012-CUSCO, Sentencia del 15 de junio de 2015.
4. Segundo Juzgado Constitucional de Lima. Expediente N°25158-2013-LIMA, Sentencia del 26 de agosto de 2014.
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En el ámbito de las Naciones Unidas, se adoptó la 
Convención Internacional sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, el 13 de diciembre del 2006.
Un punto de partida es identificar como personas con 
discapacidad, a aquéllas que tengan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, 
al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad 
de condiciones con las demás (art.1, segundo párrafo).Esta 
Convención Internacional proclama ante todo la dignidad 
e igual valor de todas las personas con discapacidad, 
y condena cualquier conducta que pretenda limitar u 
obstaculizar sus derechos por razón de discapacidad.1

Perú, es el segundo país en Latinoamérica, luego de 
Argentina, que cumple con adecuar el Código Civil a 
los postulados de dicha Convención. Así, con el Decreto 
Legislativo N° 1384, se modifican, entre otros, los artículos 3 
y 42 de nuestro Código Civil, reconociéndose la capacidad 
jurídica de las personas con discapacidad:

CAPACIDAD JURÍDICA DE LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD MENTAL: 

humanista de los derechos humanos representado en el 
modelo social de la discapacidad. Acorde a la Conven-
ción se está dejando atrás el modelo rehabilitador bajo 
el cual la mejor manera de garantizar los derechos de 
una persona con discapacidad mental, era la de nom-
brar un curador que se haga cargo de la persona y de su 
patrimonio, asumiendo una serie de decisiones, en nom-
bre de la persona declarada interdicta judicialmente. Ese 
modelo de tratamiento diferenciado a las personas in-
terdictas, debido a su discapacidad mental, determinó 
la anulación de su capacidad jurídica, afectando el trato 
de igualdad y no discriminación que todas las personas 
se merecen por serlo.

En el tratamiento brindado a la discapacidad, éste es 
un modelo reciente, y concibe a la discapacidad como un 
tema de derechos humanos. Se propone que el Estado 
asuma un rol diferente. Se pasa de la visión asistencialista 
a la formulación de políticas de derechos humanos. 
Este modelo social implica un cambio de visión sobre 
la capacidad jurídica de la persona con discapacidad. 
Así se busca eliminar esa diferenciación entre persona 
inválida frente a la persona sana o válida. Esta nueva visión 
no se focaliza en las personas con discapacidad y sus 
deficiencias. Aquí se propone un cambio de perspectiva 
resaltando los derechos humanos de la persona con 
discapacidad, con miras a la inclusión social, siendo 
obligación de los Estados implementar las acciones y 
medidas que se requieran para ello.

Las herramientas que prevé este modelo social 
son la accesibilidad universal y los ajustes razonables,  
buscando la igualdad de derechos entre las personas con 
discapacidad, con garantía de accesibilidad. Dependiendo 
de las necesidades de la persona con discapacidad, se 
pasa a hablar de los apoyos.

Ahora le corresponde a la sociedad tomar acción 
directa, en aras a reconocer los derechos humanos de 
las personas con discapacidad, que han sido olvidados 
como si fueran de personas no identificadas, debido a 
que los procesos judiciales de interdicción conllevaron 
en la práctica a la invisibilidad de tales derechos. Ello 
afectó particularmente a las personas con discapacidad 
mental. Por la interdicción judicial, pasaban a ser 
personas inexistentes ante los actos y decisiones que les 
concernían, como disponer bienes, contraer matrimonio, 
ser sujeto titular de cuentas bancarias, ejercer el derecho 
al voto, entre otros.

Con el cambio legislativo le compete al Estado actuar 
e implementar las medidas que fueren necesarias, 
para incorporar el rescate de los valores que destaquen 
un trato digno, equitativo y justo a las personas con 
discapacidad.

Artículo 3.- Capacidad jurídica

Toda persona tiene capacidad jurídica para el 
goce y ejercicio de sus derechos.

La capacidad de ejercicio solo puede 
ser restringida por ley. Las personas con 
discapacidad tienen capacidad de ejercicio en 
igualdad de condiciones en todos los aspectos 
de la vida.

Artículo 42.- Capacidad de ejercicio plena

Toda persona mayor de dieciocho años tiene 
plena capacidad de ejercicio. Esto incluye a todas 
las personas con discapacidad, en igualdad 
de condiciones con las demás y en todos los 
aspectos de la vida, independientemente de 
si usan o requieren de ajustes razonables o 
apoyos para la manifestación de su voluntad.

Excepcionalmente tienen plena capacidad de 
ejercicio los mayores de catorce años y menores 
de dieciocho años que contraigan matrimonio, 
o quienes ejerciten la paternidad.

Modelo social de la discapacidad
Estos cambios legislativos se justifican en el cambio de 

paradigma sobre el tratamiento de la concepción de los 
derechos a favor de las personas con discapacidad que 
propugna la Convención. Es un cambio radical de visión 
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1.  SASTRE CAMPO, Ana.  “Artículo 5. La no discriminación de las personas con discapacidad en la Convención internacional sobre los derechos 
de las personas con discapacidad”. En: PÉREZ BUENO, Luis Cayo. 2003-2012: 10 años de legislación sobre no discriminación de personas con 
discapacidad en España. Estudios en homenaje a Miguel Ángel Cabra de Luna. Madrid: Ediciones Cinca, 2012.

apoyo; prevenir el abuso y la influencia indebida por 
parte de quien brinda tales apoyos; así como evitar 
la afectación o poner en riesgo los derechos de las 
personas asistidas.

Si hacemos un contraste en cada caso inicialmente 
planteado, tomando en cuenta el modelo social que 
guía las recientes normas, advertiríamos que, si en el 
futuro se vuelve a repetir el primer caso, el gerente 
municipal debería celebrar el matrimonio y emplear 
todos sus esfuerzos y recursos para garantizar el pleno 
ejercicio de derecho de los contrayentes. Respecto 
al otro caso, tan igual como ya estaba regulado 
en Inglaterra, en donde residía Stephen Hawking, 
aunque una persona tenga como discapacidad una 
parálisis muscular total, esto no justificaría nombrar 
un curador. Necesariamente tendrían que priorizarse 
medidas de ajustes razonables que permitan 
garantizar su plena manifestación de voluntad 
y, según sea el caso, podría solicitar el apoyo de 
una persona que, sin ser su curador, lo asista en la 
ejecución de sus decisiones.

En la vida real, este científico británico empleaba 
en su silla de ruedas un dispositivo que estaba unido 
a un ordenador que expresaba palabras según sus 
movimientos de cabeza y ojos. Ello se complementaba 

con el apoyo que le brindaban, ya sean sus hijos 
o su cónyuge, en las actividades que realizaba 
diariamente sin nunca subrogar su voluntad. Al 
respecto, la norma que regula el instituto del  
apoyo señala que, cuando el apoyo requiera 
interpretar la voluntad de la persona a quien 
asiste, entonces, se aplica el criterio de la mejor 

interpretación de la voluntad, considerando 
la trayectoria de vida de la persona, las 
previas manifestaciones de voluntad en 
similares contextos, la información con la 
que cuenten las personas de confianza 
de la persona asistida, la consideración 
de sus preferencias y cualquier otra 
pertinente para el caso concreto. 

Para entender los alcances de la norma 
sobre el criterio de interpretación de  la 

voluntad de la persona que requiere apoyo, 
pongamos el siguiente ejemplo: una agencia 
espacial ofrece al científico inglés realizar un 
viaje al espacio. Frente a ello observamos que 
su trayectoria profesional fue de investigación 
en astrofísica y cosmología, pero, por otro lado, 
la enfermedad degenerativa se ha agravado 
a tal nivel que complica la expresión clara de 
palabras por su ordenador. Partiendo de los 
criterios interpretativos ahora regulados, se 
entenderá que la invitación fue aceptada. 

Otro aspecto que merece analizarse 
con estas recientes modificatorias, es 
el referente a la curatela de la persona 

declarada inimputable dentro del proceso 
penal, prevista en el artículo 595º del Código 
Civil, en virtud del cual, una vez ejecutoriada 
la sentencia penal que conlleve la interdicción 
civil, el fiscal pedirá, dentro de las veinticuatro 
horas, el nombramiento de curador para el 
sentenciado. La norma antes mencionada no 
ha sido derogada ni modificada, por lo que la 
interrogante que se da es cómo debe aplicarse 

esta curatela dentro de un modelo de inclusión 
social.

Muchas veces los actos cometidos por personas que 
han sido declaradas inimputables están referidos a 
atentados contra la vida o integridad personal, lo cual 
produce casi siempre la protesta de la colectividad 
que busca que se aplique contra los agresores la 
misma pena que corresponde a personas que pueden 
responder por sus actos. Sin embargo, el derecho 
penal no puede imponer sanciones penales contra 
personas inimputables, sino, a lo sumo, medidas de 
seguridad con fines exclusivamente de atención de 
su salud mental. 

Partiendo del modelo social que se está 
incorporando con las recientes modificatorias, 
considero que la obligación de nombrar un curador 
a personas a las que el juez penal ha declarado 
inimputables, deberá obedecer exclusivamente a 
tutelar sus intereses y derechos, procurando en todo 
momento la cesación de la curatela según el avance 
en la recuperación de su salud. En nada ayudará a 
ese objetivo satisfacer la venganza de la colectividad 
traducida, mayormente, en la imposición de castigos; 
más aún cuando el derecho penal principalmente no 
tiene una función de retaliación sino de rehabilitación 
y readaptación social.  

Finalmente, debe señalarse que, probablemente, la 
implementación de ajustes razonables demandará 
mayor esfuerzo a las entidades públicas y privadas de lo 
que están cotidianamente acostumbradas; pero esto 
significa un gran salto en el avance del reconocimiento 
de los derechos humanos y el respeto del Estado a 
la igualdad de condiciones de grupos minoritarios 
que eran marginados. Esa marginación es dramática 
porque, con el afán de protegerlos, en la práctica esas 
personas eran convertidas en instrumentos u objetos 
y no se reconocía lo que realidad son, serán y siempre 
han sido: seres humanos.

La única manera de asegurar que estamos viviendo 
en un estado democrático de derecho, es que los 
derechos sean reconocidos a toda persona sin 
importar sexo, credo, raza, condición social, como 
tampoco discapacidades físicas ni mentales. Es 
un reto que el legislador ha asumido con estas 
modificatorias normativas y que ahora nosotros 
debemos hacer cumplir. 
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INCLUSIÓN SOCIAL CON SOPORTE 
INSTITUCIONAL

CABELLO DE ALBA. Es aquí que cobra especial relevancia 
la institución del apoyo y las salvaguardas, que justamente 
están pensadas para garantizar que exista una libre toma 
de decisiones, sin sustituciones de voluntad, y que cuente 
con las garantías de manera que ese ejercicio no implique 
un desmedro o afectación alguna a los derechos de las 
personas con discapacidad. 

Para la determinación de los apoyos, será necesario tomar 
en cuenta los lineamientos esenciales para asegurar el 
cumplimiento del artículo 12 de la Convención, que se han 
venido estudiando y elaborando por el Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones 
Unidas3, entre los que debemos destacar:

a)  Todas las formas de apoyo en el ejercicio de la 
capacidad jurídica, incluidas las formas más intensas, 
deben estar basadas en la voluntad y las preferencias 
de la persona, no en lo que se suponga que es su 
interés superior.

b) Deben establecerse salvaguardas para todos los 
procesos relacionados con la capacidad jurídica y 
el apoyo en el ejercicio de la capacidad jurídica. El 
objetivo de las salvaguardas es garantizar que se 
respeten la voluntad y las preferencias de la persona.

Así, los apoyos deben sostenerse en el respeto a 
la voluntad y las preferencias de las personas con 
discapacidad. Nunca se tratará de una sustitución de 
voluntad y mediante las salvaguardas se debe garantizar 
el ejercicio de la capacidad jurídica de la persona con 
discapacidad.

Considero que es positiva la adopción de este Decreto 
Legislativo N° 1384 por el cual se  reconoce el derecho a 
la igualdad y no discriminación en cuanto a la capacidad 
jurídica de las personas con discapacidad. Estando al 
efecto del cambio normativo, se hace necesario hacer el 
esfuerzo para comprender este cambio de paradigma, 
así como los alcances de esta visión de la persona con 
discapacidad con derechos humanos que deben ser 
observados y promovidos.

Los Apoyos

La Convención Internacional en el art. 12 sobre igual 
reconocimiento como persona ante la ley, en el acápite 
3 señala que “Los Estados Partes adoptarán las medidas 
pertinentes para proporcionar acceso a las personas 
con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el 
ejercicio de su capacidad jurídica”.

Refiere Federico CABELLO DE ALBA, Notario 
español, que:

El principal reto que se nos plantea al estudiar 
estas cuestiones es solventar de manera 
adecuada la tensión que se produce entre dos 
de los principios consagrados por la Convención: 
por un lado, la autonomía en el ejercicio de los 
derechos que corresponden a estas personas y, 
por otro, el de su protección, la seguridad jurídica 
que en el ejercicio de sus derechos les es debida.

Ello se trata de salvar por la Convención 
haciendo reiterada referencia, como venía 
siendo ampliamente demandado, tanto desde 
ámbitos jurídicos como sociales, a instituciones 
“de asistencia o apoyo” como alternativa a 
las reconocidas tradicionalmente como “de 
sustitución”.2

Es atendible la existencia de la tensión y el temor 
que produce pensar en las consecuencias de este 
reconocimiento a la capacidad jurídica de las personas 
con discapacidad. Ello se traduce en pensar en cómo 
se les reconoce autonomía para toma de decisiones 
y la mejor protección de sus derechos personales, 
patrimoniales, entre otros, a lo que hace alusión Federico 

2. CABELLO DE ALBA, Federico. Notario del Ilmo. Colegio Notarial de Andalucía. Director de la Sección Social y Económica de la Fundación AEQUITAS. 
“Alternativa desde el punto de vista notarial a la incapacitación a la luz de la Convención”. En: ALCAÍN MARTÍNEZ, Esperanza (Dir.) La Convención 
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. De los derechos a los hechos. Valencia: Tirant lo Blanch, 2015.

3.  NACIONES UNIDAS. Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 11º período de sesiones, 31 de marzo a 11 de abril de 2014. 
Observación general Nº 1 (2014). Artículo 12: Igual reconocimiento como persona ante la ley.
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Hace unos meses se ha promulgado en nuestro país 
el Decreto Legislativo Nº 1384 que modifica e incorpora 
diferentes normas a fin de priorizar el pleno ejercicio 
de derechos de personas con discapacidad. El presente 
trabajo se va a centrar en los ajustes razonables, los 
apoyos y salvaguardas. 

Para comprender el establecimiento de ajustes 
razonables, los apoyos y salvaguardas, debemos advertir 
que el Código Civil del año 1984 partía de un modelo 
médico, excesivamente tutelar, en el que a las personas 
que no tenían plenitud de capacidad física y/o mental se 
les limitaba su capacidad de ejercicio y, por ello, su toma 
de decisiones era sustituida. Sin embargo, con estas 
modificatorias se reconoce un modelo social que elimina 
todo impedimento que impida respetar la voluntad de 
las personas, procurando crear las condiciones para 
apoyar la decisión tomada por la persona sin subrogarla.  

Para entender la importancia de estas instituciones 
jurídicas reguladas en estos nuevos dispositivos legales, 
relataré a continuación dos casos reales que pueden 
ayudarnos a comprenderlas.

Hace diez años una pareja de personas sordas 
fue impedida por un funcionario de contraer 
matrimonio civil en el distrito de San Juan de 
Miraflores. La excusa que dio en ese entonces el 
gerente municipal, fue que el texto original del 
artículo 241° del Código Civil vigente en esa época, 
señalaba que "los sordomudos, los ciegosordos 
y los ciegomudos que no supieren expresar su 
voluntad de manera indubitable no pueden 
contraer matrimonio", pese a que los novios podían 
manifestar su voluntad mediante señas. Aunque 
posteriormente el Municipio pidió las disculpas del 
caso,  el daño se hizo.

Asimismo, tenemos a Stephen William Hawking 
famoso físico,  astrofísico,  cosmólogo  y  divulgador 
científico británico, que durante su vida fue distinguido 
por sus trabajos sobre la relatividad general  y los agujeros 
negros. Recibió diversos doctorados  honoris causa y 
le fueron otorgados la  Orden del Imperio Británico  y 
el Premio Príncipe de Asturias de la Concordia; a pesar 
de tener  una enfermedad degenerativa, que le provocó 
progresivamente una casi completa parálisis muscular. 
Sin embargo, esto no impidió a este tenaz hombre 
exponer sus ideas en conferencias, así como dirigir 
programas científicos televisivos y contraer matrimonio.

En el primer caso advertimos un ejemplo claro de 
discriminación producto de una errónea interpretación, 
o probable desconocimiento jurídico de una norma 

Personas con discapacidad y su 
reconocimiento como seres humanos

en ese momento vigente, ya que el Código Civil de 
1984 no fue elaborado claramente bajo un modelo 
de inclusión social que exija al funcionario público 
adaptarse a las necesidades de la pareja de novios. En 
el otro caso percibimos que el entorno social se ajustó 
a las limitaciones físicas del científico, lo que permitió 
reconocer en él toda su fortaleza y potencialidades. El 
elemento común en ambas situaciones fue que eran 
personas con discapacidad, pero la diferencia consistió 
en la forma en cómo fueron reconocerlos como seres 
humanos de pleno ejercicio.

Un aporte que presentan estas modificatorias 
legislativas es la implementación de ajustes razonables 
a favor de personas con discapacidad. Los ajustes 
razonables son aquellas modificaciones y adaptaciones 
necesarias que garantizan que la persona con 
discapacidad pueda ejercer plenamente sus derechos 
en igualdad de condiciones. Estos ajustes obligan al 
Estado y a particulares a tomar medidas que prioricen 
el ejercicio de los derechos de las personas en vez 
de limitar su capacidad. Tales medidas imponen 
deberes que permiten realizar cambios en 
la infraestructura y demás instrumentos 
necesarios para garantizar la plenitud 
de los derechos de toda persona con 
discapacidad. 

Igualmente, en concordancia con la 
implementación del modelo social, 
se introducen instituciones inversas 
a la curatela como son el apoyo y 
salvaguardas. 

Mediante la curatela, a la persona 
declarada incapaz se le nombraba un 
representante, curador, quien a  su 
nombre celebraba actos jurídicos. Esta 
institución tutelar fue regulada en el 
Código Civil de 1984 bajo un modelo 
médico que, como he mencionado 
anteriormente, no respetaba de 
manera íntegra la libertad de elección 
de las personas con discapacidad.

En cambio, los apoyos son formas 
de asistencia libremente elegidos por una 
persona mayor de edad para facilitar el ejercicio 
de sus derechos, incluyendo el apoyo en la 
comunicación, en la comprensión de los  actos 
jurídicos y sus consecuencias y en la manifestación 
e interpretación de la voluntad de quien requiere 
el apoyo. La norma precisa que el apoyo no tiene 
facultades de representación, salvo en los casos 
en que ello se establezca expresamente por 
decisión de la persona con necesidad de apoyo 
o el juez.

Por su parte, las salvaguardas son medidas para 
garantizar el respeto de los derechos, la voluntad 
y las preferencias de la persona que recibe 

Omar Abraham Ahomed Chávez
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